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Señor Decaro: Señores: 


Dificil y á la vez halagiieña situación la mía. Por 
una parte, un auditorio que impone por su lustra- 
ción, una materia extensa y delicada para disertar 
y pocas dotes para llenar satisfactoriamente ese ob- 
jeto; por otra. el honroso mandato de la Ley de Ins- 
trucción Pública, la satisfacción de un deber cum- 
plido en la medida de mis fuerzas y la esperanza que 
como hermosa estrella en la oscuridad de los cielos, 
brilla en los horizontes del porvenir y me anima y 
enardece con la misteriosa influencia de sus benéfi- 
cos rayos. Si atendiera solo ¿ aquellos, debiera ca- 
llar; pero atendiendo á los segundos motivos, para 
mí mas poderosos que los primeros, debo hablar, con 
tanta mas razón cuanto que al hacerlo, no olvidaréis 
que siempre á los que ocupan esta tribuna en andlo- 
gas Circunstancias, concedéis vuestra benévola aco- 
Jida. 

La prueba testimonial es el objeto de mi discurso; 
en él, poco hallaréis de nuevo, pues ya se sabe que 
es rara la originalidad en una tesis escrita á la lige- 
ra y en poco tiempo y acerca de la cual tanto se han 
ocupado eminentes jurisconsultos: mas por esta mis- 
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ma razón espero que si en el presente trabajo hay 
algo insignificante por ser mío, mucho habrá del 1m- 
portancia por ser de otros. En todo caso pido vues- 
tra atención y permitidme desde luego que para ma- 
yor claridad del asunto lo divida en cuairo partes: 
la primera relativa al orígen y y naturaleza dos la prue- 
ba testimonial; la segunda á sus condiciones; la ter- 
P 


cera á su ón y alcance y la cuarta 4 sus fo a 
des 6 modo de recibirla. 


I 


Origen y naturaleza de la prueba testimonial. 


El jurisconsulto francés Bonnier, hablando de las 
pruebas dice: “que son los medios por los cuales lle- 
ga la anteligencia al conocimiento de la verdad.” Es- 
ta definición idéntica en el fondo á las que se hayan 
en las obras de la mayor parte de los escritores de 
derecho, hace ver que las pruebas judiciales, como 
las científicas, tienen su origen en la misma natura- 
leza que ha dotado al hombre de los medios indis- 
pensables para conseguir la verdad, término y fin 
de sus facultades intelectuales. Estos medios que con 
el nombre de criterios estudia la ciencia del racioci- 
nio, son como bien sabéis, la conciencia, la eviden- 
cia, los sentidos externos, la autoridad y el sentido 
común. Hay pues, en este punto a Necesaria 
relación entre la filosofía y el derecho, entre los eri- 
terios de verdad y las demostraciones legales, no 
siendo las segundas mas que una consecuencia de los 
primeros, una aplicación de la lógica á los procedi- 
mientos de la justicia. 
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La identidad de naturaleza produce identidad de 
manmfestaciones; y así como de la evidencia unida á 
los sentidos externos, nacen las pruebas de inspec- 
ción ocular y de presunciones, del mismo criterio de 
sentidos externos unido al de autoridad, nacen las de 
testigos y de documentos públicos y privados. 

Si la prueba testifical (4 la que debo concretar 
mis observaciones) tiene su orígen como lo he de- 
mostrado, en la naturaleza humana, no es extraño 
que sea tan antigua como la sociedad y que fuese 
casi la única en los pueblos primitivos que no cono- 
cían la escritura y que profesaban gran respeto al uso 
de la palabra y á la religiosidad deljuramento. Bxis- 
tió en Grecia y en los países orientales de la anti- 
gñedad en algunos de los cuales era preferida á la 
instrumental; la aceptó de amplia manera la legisla- 
ción romana; se conservó en la edad media y recibió 
nueva importancia merced al derecho canónico; fi- 
eura aunque bastante restringida en los códigos mo- 
dlernos y bien puede asegurarse que cualesquiera que 
sean los progresos de la legislación, vivirá en el fu- 
turo, siquiera sea en lo criminal, toda vezque lo 1m- 
previsto y variado del delito, hace imposible casi 
siempre otros medios de comprobación. 


TI 


Condiciones de la prueba testimonial, 


Siendo las pruebas judiciales una derivación in- 
mediata de los criterios de verdad, se deduce clara- 
mente que las reglas que da la lógica para el acerta- 
¿lo uso de los unos, deben aplicarse á las otras y tra- 
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ducirse por preceptos legales en los códigos de los 
pueblos. Así se ha comprendido siempre y en todas 
partes y por esta razón las condiciones filosóficas que 
producen la infalibilidad del criterio de autoridad 
humana, son las mismas que las leyes exigen para 
que los testigos hagan fe en juicio contra quien se 
presentan. 

La Criteriología requiere dos condiciones en el 
testimonio oral para que atraiga el asenso de la 
razón; ciencia y veracidad; esto es: que los testigos 
sepan lo que declaran y que no quieran engañar con 
su declaración. De la ciencia Ó conocimiento y de la 
veracidad ó buena fé, se derivan todos los requisitos 
que el derecho establece para la validez de la prue- 
ba que me ocupa; requisitos que antiguos juriscon- 
sultos, comprendieron y formularon en aquellos ver- 
sos latinos que no por demasiado conocidos dejaré 
ahora de repetir. 


CONDITIO, SEXUS, WTAS, DISCRETIO, FAMA, 
ET FORTUNA, FIDES; IN TESTIBUS ISTA REQUIRES. 


Conbrrio.—La condición de las personas es una 
de las circunstancias á que debe atenderse en la 
prueba testifical. Los pueblos antiguos y de la edad 
media que sancionaban la esclavitud, establecían 
grandes diferencias entre la condición del hombre 
libre y la del esclavo; pues mientras los primeros go- 
zaban de los derechos civiles y podían ser testigos 
ante los tribunales, los sezundos carecían de aque- 
llos y de esta prerrogativa. Basta para persuadir- 
se de ello, recordar entre otras, la Ley XTIL, del Tí- 
tulo XVI, de la Partida III que dice así: “Siervo nin- 
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guno non puede ser testigo en juyzto contra otro; fue- 
ras ende en pleyto de traición que alguno quistese 
facer, 0 que outese fecho contra el Rey óú contra el 
Reyno.” 

Abolida boy la esclavitud en la mayor parte de 
los pueblos cultos y proclamada por la moral y la 
ciencia la igualdad de todos los hombres, han desa- 
parecido casi del todo, leyes que, como la ante- 
rior, no tenían mas fundamento que una institución 
condenada de consuno por las conveniencias socia- 
les y por el derecho natural. 

Mas si tamaña injusticia no existe ya en la mo- 
derna organización social, no por eso debe desaten- 
derse completamente en esta materia la condición 
mas Ó menos independiente de las personas. En ló- 
gica como en derecho solo hacen (é las declaracio- 
nes veraces é imparciales y por tal razón se prohibe 
que sean testigos Jos ascendientes, descendientes, 
cónyujes, consanguíneos colaterales dentro del cuar- 
to grado y afines dentro del segundo de los litigan- 
tes; el que vive á espensas ó sueldo del que lo pre- 
senta; los abogadas y personeros en los pleitos que 
defienden; el donatario y el donante; el adoptante y 
el adoptado; los socios y los comuneros en la cosa; 
el tutor y el guardador por el menor, ni estos por 
aquellos mientras no estén aprobadas las cuentas de 
administración; el escribano de la causa, los parien- 
tes consanguíneos del juez hasta el cuarto grado y 
los afines dentro del segundo; el enemigo capital y 
el que tiene interés directo ó indirecto en el pleito. 
La razón presume naturalmente que las relaciones 
de afecto, gratitud, interés y venganza que existen 
en tales casos entre las partes y los testigos, destru- 
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yen en estos toda imparcialidad é influyen podero- 
samente en su ánimo para que declaren en favor de 
quien los presenta. Justas, pues, son tales prohibi- 
ciones que figuran sin excepción en las leyes de to- 
dos los tiempos y países. 

La amistad íntima con los litigantes, que es otra 
causa de incapacidad universalmente aceptada, no 
figura sin embargo en el Código de Procedimientos, 
ni en la respectiva Ley de Reformas. No sé sl tal omi- 
sión debe atribuirse d involuntario olvido ó 4 pre- 
concebida opinión del legislador; pero á mi juicio es 
este un vacío de la ley, pues es evidente que la amis- 
tad íntima, como la enemistad grave, impide la im- 
parcialidad de los testigos. 

Otra observación acerca del particular. 

El artículo 792 de la Ley de Reformas, hablando 
á este respecto dice: “Las personas que tienen impe- 
dimento para declarar pueden no obstante ser adma- 
tidas. 1.2 Si la relación ó impedimento es común ú 
las partes que litigan.” 

Reconozco que esta disposición es aceptable res- 
pecto de algunos impedimentos; pero ¿Podrá decir- 
se lo mismo en cuanto al de enemistad capital? “Un 
testigo puede tener mayor enemistad con con un l1- 
tigante que con el otro y faltar á la verdad, vengán- 
dose así del uno mas que se vengaría del otro con 
decirla. ” Pienso pues, que siguiendo la opinión, pa- 
ra mí muy respetable, de los ilustres j urisconsultos 
españoles Gutierrez y Caravantes, cuyas son las an- 
teriores palabras, debería reformarse el artículo 792 
con la escopción que acabo de indicar. 

Sexus. —Las antiguas legislaciones atendieron al 


O 
sexo para graduar el valor de la prueba testifical. 
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La misma Roma, fecunda madre del moderno dere- 
Cho civil, tenía á este respecto injustas prescripcio- 
nes. Sus leyes exigían la calidad de ciudadanía pa- 
ra intervenir en el otorgamiento de testamentos; y 
como en el pueblo rey, la mujer postergada y envl- 
lecida, carecía de los derechos de ciudadano, no po- 
día ser testigo testamentario. ll principio de la ju- 
risprudencia romana se aceptó en España en tiempo 
de Alfonso X,autor de las Siete Partidas y aun se le 
dió mas extensión en otros pueblos de Europa como 
en Escocia,en donde,al decir del publicista Glassford, 
se probibid en absoluto que las mujeres pudiesen 
testificar. 

Las mismas observaciones hechas al tratar de la 
esclavitud, son aplicables en este particular. Pasó el 
tierapo en que la mas bella mitad del género humano 
era víctima por virtud de incomprensible tiranía, de 
la fuerza y el capricho del varón. La moral y la ilus- 
tración comprendiendo que la mujer es igual al hom- 
bre por la inteligencia y aún superior por el senti- 
miento, la han colocado en el puesto que le corres- 
ponde, le conceden, como es justo, los derechos ci- 
viles y le permiten ser testigo en todas las escritu- 
ras y ante todos los tribunales. 

Miras.—El conocimiento de los hechos que se 
presencian es necesario para la validez del testimo- 
nio oral, y por ese motivó todas las legislaciones re- 
chazan el dicho de los que, á causa de su corta edad, 
no tienen suficientemente desarrollada la razón para 
juzgar con acierto de las cosas y declarar con exac- 
titud. El Código Civil de Procedimientos reconoce 
tan clara doctrina, y en sus artículos 783 y 784 es- 
tablece “que los testigos para declarar en causas Cl- 


12 

viles deben tener 16 años cumplidos y que nadie es 
idóneo para dur testimonio sobre hechos ocurridos 
antes de que cumplicse la edad de 12 años.” En ma- 
teria criminal se ha seguido el principio de la juris- 
prudencia ibérica que acepta las declaraciones de 
los testigos de 12 años aunque su dicho solo sirve 
de presunción. Las edades á que me acabo de refe- 
rir no son las mismas en todos los códigos extranje- 
ros; pero bien sabéis qne estos detalles, no depen- 
den de principios invariables, sino de las variables 
circunstancias de los pueblos. 

Discrerio.—He dicho ya que el conocimiento de 
lo que se atestigua es esencial para la validez del tes- 
timonio humano; luego son justas las prohibiciones 
que tienen para testificar los que por causas físicas 
ó morales carecen de ese conocimiento, cuales son: 
el ciego, á no ser sobre hechos ocurridos antes de 
su ceguera; el sordo-mudo, 4 no ser sobre lo que ha 
visto si sabe leer y escribir; el demente y el que ado- 
lece de enfermedad habitual que le impida el ejerci- 
cio de la razón. 

El artículo 188 del Código, rechaza también la 
declaración del pródigo. Tal disposición se expli- 
caba cuando la ley considerando al pródigo como 
demente lo sujetaba dá interdicción civil. Hoy que 
el decreto de reformas número 272 abolió la in- 
terdicción por causa de la dilapidación de bie- 
nes, debe desaparecer ese artículo. No existiendo 
la causa, no debe existir el efecto. Si el pródigo go- 
za de todos los derechos civiles, puede en buena 
lógica, declarar como testigo. 

No falta quien opine que es válido el dicho de 
los trastornados de inteligencia sobre sucesos a- 
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caecidos antes de su enfermedad y dado en lúcidos 
intervalos. ¿Convendría adoptar entre nosotros esa 
disposición? Ni la poca utilidad que de ello se se- 
guiría, ni la precaución y reserva propias de la 
presente prueba, me autorizan para apoyar tan pe- 
lierosa opinión. 

Fama. La imparcialidad del testigo no sólo de- 
saparece por sus relaciones especiales con los lit1- 
cantes sino también por su falta de honradez y de 
probidad. De aquí que los modernos códigos pro- 
hiban declarar al deudor alzado, al vago y al ébrio 
consuetudinario calificados legalment te; al testigo 
falso ¿ falsificador de sellos, letra 4 moneda, y al 
condenado por perjurio ó soborno, pues en todos 
estos casos la depravación moral impide la vera- 
cidad necesaria en el testimonio. 

Alguna legislación considera también como inca- 
paces por falta de probidad á los traidores ¿la pa- 
tria declarados conforme á derecho. Talvez una 
disposición semejante en nuestro Código produciría 
dificultades en la práctica; pero confieso que me pa- 
recen justas esas legislaciones, pues fácil es que fal- 
te á deberes secundarios quien, como el traidor, 
quebranta los sacratísimos que tiene para con la 
patria. 

La ley VIL Tí1t.:XVI, de la Partida 111 era muy 
extensa en este particular; pues además de las an- 
teriores prohibiciones, establecía que no pudiesen 
ser testigos aquel d quien fuese prouado que diera 
yerbas 6 ponzoña para matar alguno, ó para facerle 
otro maten el cuerpo ó para facer perder los fijos y 
las mugeres preñadas, nin aquellos que matasen ds 
omes, nin aquellos que son casados y tienen barragya- 
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nas; nin aquellos que fuerzan las mujeres, quier las 
lleven ó non; nin aquellos que sacan las que son en 
órden; nin aquellos que casan con parientes fasta el 
grado que defiende la Santa Iglesia á menos de dis- 
pensacion; nin el que fuere de rbd: vida como la- 
dron, alcahuete conocido ó tafur que anduviese por 
las tabernas ó tafurerías manifiestamente ó muger que 
anduviese en semejanza de varon etc. De estos impe- 
dimentos unos han desaparecido por fundarse en 
creencias propias de la media, pero ajenas á nues- 
tra edad, y otras porque si bien manifiestan mas d: 
menos depravación moral, no atañen directamente á 
la imparcialidad que se busca en los testigos. 

Forruxa. La misma ley de Partida prohibe ser 
testigo al “ome muy pobre é vil”. El Código de la 
República, siguiendo el dictado de la justicia y de 
la razón per mite que lo sean hasta los muy escasos 
de fortuna con tal de que tengan posición indepen- 
diente; pues en cuanto á los que viven á expensas 
de otro, se observa lo explicado al tratar de la con- 
dición. 

Fipes. La citada ley de Partida atendía á la re- 
ligión Ó fe de las personas para graduar la validez 
de sus dichos, y en consecuencia prohibía que fue- 
sen testigos los judíos, moros Ú¿ herejes contra los 
cristianos. Análogas disposiciones existieron en la 
edad media en otras naciones europeas y aún en el 
día figuran leyes parecidas en el Código Austria- 
co y en la Ordenanza Criminal de Prusia. Es inne- 
gable que tales prohibiciones tuvieron algun fun- 
damento en la España del siglo XIII; pero es tam- 
bién evidente que no tienen razón de ser en el si- 
glo XIX, época de tolerancia y libertad. 
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No abandonaré esta parte de mi trabajo sin decir 
dos palabras acerca de una cuestión qne se roza 
íntimamente con los puntos desarrollados. Las can- 
sas de incapacidad de los testigos. ¿Son tan absolu- 
tas que no puedanlos litigantes dispensar algunas de 
ellas? O en otros términos ¿Debe el juez rechazar de 
oficios 4 los testigos que tienen alguna tacha? Mi res- 
puesta á esta pregunta, es, coro no podía menos de 
ser, la de toda la jurisprudencia española. 

Hay dos clases de tachas: personales y absolutas. 
Las primeras que nacen de las partienlares relacio- 
nes de las personas, como el parentesco, la enemis- 
tad etc. las reconoce la ley en provecho de los li- 
tigantes, los cuales pueden en consecuencia dispen- 
sarlas en virtua de su indiscutible derecho 4 renun- 
clar todo beneficio. iintonces el juez no debe re- 
chazar de oficio 4 los testigos que tengan esas ta- 
chas; sino que debe esperar que las partes las ale- 
guen y prueben en el término y forma legales, pues 
mientras así no lo hagan se presume racionalmen- 
te que renuncian el derecho que la ley les concede. 

Las segundas d absolutas que dependen de no- 
toria incapacidad natural, como la locura, la cegue- 
ra, etc. las sanciona la ley en beneficio de la socie- 
dad y por lo tanto debe el juez rechazar de oficio á 
los testigos que las tengan á los que nunca puede 
habilitar el consentimiento de los litigantes. 


Yp PELE 


Alcance y valor de la prueba testimontal. 


El alcance de la prueba testimonial ha variado 
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mucho desde el principio de la sociedad hasta nues- 
tros días. Los pueblos primitivos que no poseían 
la escritura y que profesaban gran respeto al jura- 
mento, le daban suma importancia como que casl 
era la única que entonces se conocía, Algo se li- 
mitó en Roma y en los paises de los siglos medios 
que ya gozaban de otras clases de pruebas y que 
comprendían el peligro de fundar los derechos y 
acciones civiles, de suyo fijos y estables, sobre esta 
palabra hamana de suyo' fugitiva y variable. Por 
hltimo las naciones modernas atendiendo á lo ge- 
neralizado que está el arte de la escritura, ád la fa- 
libilidad del hombre, al influjo de las pasiones y 4 0- 
tras cansas que pueden alterarla y corromperla, la 
han limitado sobre manera y procuran limitarla mas, 
hasta desterrarla si fuere posible de todos los a- 
suntos civiles. 

Cuatro son los principales motivos de exclusión 
de la prueba testifical: los instrumentos públicos y 
privados, la naturaleza de los contratos, las cuestio- 
nes de estado y la repetición de la misma prueba. 
Acerca de cada uno de ellos, diré aunque ligeramen- 
te algunas palabras, 

Una de las ventajas que sobre las declaraciones 
orales tienen las escrituras, es la de que hacen de- 
saparecer las arbitrariedades y equívocos y dan una 
expresión fija, permanente y clara al pensamiento 
de las personas. Por esta razón se ha concedido siem- 
pre mas fuerza á la segunda que á la primera prue- 
ba y aún en el Imperio Romano era ya un princl- 
pio de derecho consignado en las sentencias de 
Paulo, el de no admitir el dicho de testigos en con- 
tra de las escrituras excepto cuando se ataca la fe 
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del escribano. “Testes quum de fide tabulariun nt- 
hil dicitur, adversus scripturam interrogart non 
possunt.” En la edad media, aunque casi solo los 
clérigos sabian escribir, prevaleció igual doctrina, no 
obstante la oposición de algunos escritores; y en 
nuestros días está tan universalmente aceptada, que 
todas las legislaciones establecen que no se admita 
la prueba de testigos en contra ó fuera del conteni- 
do de los documentos públicos ó privados. y 

No se crea sinembargo que esta regla deje de 
tener su excepción; pues si bien son ya una máxima 
aquellas palabras de que “escritos vencen testigos,” 
no por eso se rechazan cuando se trata de probar 
la falsedad ó nulidad de los instrumentos: y no pue- 
de ser de otra manera, si es que debemos como es 
justo, dejar á las partes armas lejítimas de defensa 
para el caso de que sean víctimas de ilegales y 
simuladas escrituras. Mas como es materia tan de- 
licada esta de que me ocupo, la rodean todas las 
legislaciones de requisitos extraordinarios, y así el 
Código de la República por ejemplo, apartándose 
de las reglas ordinarias de la prueba testimonial, 
exije cinco testigos idóneos y conformes para de- 
mostrar la falsedad de las escrituras públicas, 

El segundo motivo de exclusión es el valor y la 
naturaleza de los contratos. 

Las legislaciones de los siglos medios requerían es- 
critura para la validez de algunos convenios; pero no 
fué sino hasta el siglo XV, que Italia did el primer e- 
jemplo de excluir completamente los testigos de los 
contratos de algun valor. Un estatuto de Bolonia de 
1453, aprobado por el Papa Nicolás V prohibió las 
pruebas por testigos de los pagos de más de cincuen- 
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ta libras y de los contratos de más de cien. Dispost- 
cionesanálogas aceptaron despues los otros países 
modernos y así se hizo también entre nosotros por 
el decreto de reformas número 272, que en los artí- 
culos 234 y 233, establece que deben constar en 
escritura pública los contratos sobre traslación de 
inmuebles y en pública Ú privada aquellos cuyo va- 
lor exceda de quinientos pesos. 

No se necesitan en verdad grandes razonamientos 
para demostrar la conveniencia de estas disposicio- 
nes; pues bien se comprende que la necesidad de 
garantir la propiedad contra los golpes de la mala fé, 
sobradamente las exige y las justifica. Ellas sin embar- 
go, no son del todo absolutas, pues hay casos en que 
la prueba testifical puede admitirse en materia civil, 
cuales son los siguientes: 1. 2 En las acciones clvi- 
les que nacen de los delitos y cuasi contratos, las 
que casi nunca pueden probarse de otro modo: 2. 9 
En las obligaciones constituidas por la ley, como las 
servidumbres, en las que no interviniendo las partes 
á cuyo favor nacen por ministerio de la ley, no les 
es posible procurarse prueba escrita: 3,2 En los de- 
pósitos necesarios, que por nacer de accidentes im- 
previstos como incendio, naufragio etc., no dan tiem- 
po para hacerlos constar en escritura; y en los depú- 
sitos que los viajeros hacen de sus objetos en los due- 
ños de posadas y hoteles, caso en que la ley dispensa 
la escritura atendiendo á lo gravoso que para.unos 
y otros sería hacer cada día innumerables inventa- 
rios: 4. 2 En la reposición de escrituras públicas, 
perdidas ó inutilizadas: y 5.2 cuando los contratos 
se compruebau por confesión judicial de la parte o- 
bligada. Las conveniencias sociales, los principios 
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de justicia, los dictados de la razón, justifican estas 
excepciones que expresa ó tácitamente consignan 
todos los códigos modernos. 

Volviendo ahora al principio general de que los 
contratos deben constar en escritura pública cuando 
su valor pasa de cierto límite, diré que la regla se 
aplica con más extensión en materia mercantil, en la 
cual, todas las legislaciones, inclusa la nuestra, exi- 
gen que los contratos de seguro y de compañía cons- 
ten siempre en escritura pública, cualquiera que sea 
su valor. 

Las cuestiones de estado forman el tercer motivo 
de exclusión. 

Peligroso es en realidad confiar al inseguro testi- 
monio de la palabra humana la prueba del estado 
personal del que nacen los mas importantes dere- 
chos y los mas sagrados deberes del individuo. Evi- 
tar ese peligro es el fin de la benéfica institución 
del registro civil en el que se asientan las partidas 
de nacimiento, defunción, matrimonio, adopción, ciu- 
dadanía etc., para que de ello haya siempre prueba fija 
y auténtica. Mas como puede suceder que por defec- 
tos de la institución, por descuido óimposibilidad de 
los interesados Ó por otras causas, se omita la cons- 
tancia de la naturaleza de las personas y de sus cam- 
bios de estado, por estarazón se admite en tales cues- 
tiones la prueba testimonial en falta absoluta de los 
libros del registro d de otros documentos; excepto 
en la indagación de la paternidad de hijos ilegí- 
timos en la que la naturaleza oculta de los hechos 
que se discuten hace imposible la presencia de tes- 
tigos. 

La repitición de la misma prueba es el cuarto 
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motivo de exclusión. Las tachas de los testigos pue- 
den probarse por todos los medios legales incluso el 
testimonial; mas como si se admitiesen terceros tes- 
tigos que declarasen sobre las tachas opuestas á los 
segundos y cuartos testigos que lo hiciesen sobre 
las tachas de los terceros y así sucesivamente, serían 
interminables los juicios y las calumnias, “nullus 
esset litium finis, nullus calumniandi modus” según 
dice Cujacio, la mayor parte de los tratadistas pro- 
claman el principio de no admitir tachas de tachas. 
Sin embargo se me dirá (y perdonadme esta li- 
gera digresión) los segundos testigos que declaran 
sobre los inconvenientes de los primeros, pueden á 
su vez tener algunos que invaliden su declaración y 
sería entonces injusto que en virtud de ese princel- 
plo se dé fuerza legal ¿4 testimonios falsos y se quite 
á la parte perjudicada un medio legítimo de defen- 
sa. Cierta, muy cierta es la anterior objeción y creo 
que el mejor medio de resolverla es el adoptado 
por la legislación francesa, la cual no admite contra 
los testigos que declaran sobre las tachas de los pri- 
meros, otras pruebas que las justificadas por escrito. 
Explicado ya el alcance paso ahora á ocuparme 
del valor de la prueba testimonial, para determinar 
el cual, la ciencia del derecho establece algunas re- 
elas que no son otras sino las mismas que requiere 
la lógica para la validez del criterio de autoridad. 
Debe sospecharse del testimonio de una sola perso- 
na, dice la filosofía: y las legislaciones bíblica, ro- 
mana, española y de los demas países cultos de la 
tierra, traducen esa regla por un precepto legal, has- 
ta el punto de llegar 4 ser una verdadera máxima 
de derecho, aquel dicho del Bajo Imperio “Testís 
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unas, testis nullus.” Voz de uno, voz de ninguno. 

Ls digno de fe el testimonio acorde de dos ómas 
personas imparciales sobre los hechos que conocen, 
continúa la filosofía; y los pueblos se han apr esurado, 
á establecer, en armonía con esas palabras, los pre- 
ceptos de que dos Y mas testigos idóneos hacen 
prueba plena cuando están conformes en el lugar, 
tiempo, modo y demás circunstancias esenciales de 
los sucesos; y de que bo merecen crédito los dichos 
de testigos contradictorios. 

Cuando en pro y en contra de un hecho ie igual 
número de testigos con idénticas condiciones no hay 
prueba; mas cuando faltan estas circunstancias el a- 
senso debe inclinarse hacia la parte que tiene más y 
mejores testigos, establece la lógica; y excusado es 
repetir que leyes iguales existen en todas partes. 

Queno vale el dicho de una persona contra las leyes 
de la naturaleza, es otro de los preceptos lógicos: é 
igual disposición se registra en los códigos moder- 
nos, menos en el de la República que por una omi- 
sión voluntaria ó involuntada que es preciso reparar, 
aplica la regla solo ¿ la confesión judicial, siendo a- 
sí que con igual razón debió aplicarla 4 la prueba 
testimonial, 

Los testigos de vista son preferibles a los de vtdas, 
dice la Criteriología; y el.derecho acepta y sancio- 
na ese principio, cuando establece que solo son ver- 
daderas las declaraciones de testigos presenciales 
que dan razón de su dicho; y que las de testigos de 
referencia, únicamente valen cuando las personas á 
quienes oyeron lo que refieren sean dos cuando me- 

s, de buena fama y dignas de crédito; que hayan 
visto ú oído como presenciales lo que refieren y que 
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po pueden ser examinadas; pues pudiendo serlo, de- 
clararán ellas mismas. 

Otras reglas secundarias pudiera indicar 4 conti- 
nuación derivadas también de los cánones filosóficos; 
pero creo que bastan las apuntadas para llenar el 
objeto de mi discurso y para comprender que las 
declaraciones de testigos sugetos á ellas y á las con- 
diciones y exclusiones expuestas anteriormente, tie- 
nen en el orden teórico del derecho el valor de una 
completa demostración, así en lo civil como en lo 
criminal, análogo al valor que en el orden lógico 
tiene el criterio de autoridad en las materias que le 
son propias. 

No se crea sin embargo que al explicar estas con- 
diciones, exclusiones y reglas, pretenda, resucitando 
las teorías de Benthan, hacer una especie de testi- 
moniómetro, que marque materialmente la verdad, 
como el termómetro y .el barómetro marcan respecti- 
'amente la temperatura y la presión atmosféricas, 
Comprendo en «el orden absoluto la infalibilidad de 
los criterios lógicos y el completo vulor de la pre- 
sente prueba; mas también reconozco que en la prác- 
tica judicial es difícil apreciar aquella infalibilidad 
y este valor; mucho más, si como el jurisconsulto in- 
glés, se pretende hacerlo por procedimientos mate- 
máticos aplicables á los constantes y necesarios fe- 
nómenos del mundo físico; pero del todo ajenos, á 
los variables y libérrimos fenómenos del mundo in- 
telectual y moral. 

La antigua escuela jurídica, atendiendo mucho 
más á la letra y forma de la ley que 4 su espíritu y 
filosofía y haciendo de la jurisprudencia adjetiva u- 
na especie de mecánica judiciaria, sujeta en materia 


A 
e 


y» 


23 


— 


de pruebas, d leyes tan fijas como las del movi- 
miento, establecía completa y fatal diferencia en- 
tre la apreciación legal y la moral de los hechos y 
declaraciones; como si fuere posible tal diferencia, 
siendo el derecho una derivación de la moral, y de- 
biendo la letra de la ley estar vivificada por el espí- 
ritu de la justicia. Como consecuencia de tales pre- 
misas, la vieja escuela, encerrándose como en círculo 
de hierro, dentro de la forma aparente de las cosas, 
sustituyó en muchos casos la débil certidumbre ex- 
terna á la profunda convicción interna y dió como 
síntesis de sus doctrinas aquel absurdo principio: 
“Estoy convencido como hombre, pero no lo estoy 
como juez.” Absurdo digo, porque si bién esas pa- 
labras pueden como dice Bonnier interpretarse rec- 
tamente, en el sentido de que una probabilidad que 
se admite como prueba en las relaciones ordinarias 
de la vida no tiene igual fuerza en materia judicial; 
no es esa la interpretación que se les daba antigua- 
mente; sino la de que á falta de ciertas condiciones, 
no debía el juez decidirse á creer á pesar de sus ín- 
timas convicciones: explicación que como es notorio, 
pone á la ley en pugna con el sentido común. Si una 
misma es la conciencia, la razón y la persona del 
juez, no comprendo como iguales hechos pueden pro- 
ducir distintas apreciaciones en un mismo espíritu, 
ni como se permita sacrificar las convicciones mora- 
les del magistrado á la exigencia de ciertas fórmu- 
las. 

La filosofía del siglo XVIII, reformadora de este 
como de otros puntos de derecho, comprendió lo 
falso de la pretendida dualidad entre la conciencia 
del hombre y la del juez, y lo difícil que es medir co- 
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mo con un compás el grado de veracidad de los tes- 
tigos por medio de la letra de la "ley; y reconocien- 
do en consecuencia la necesidad de dejar al juez al- 
guna libertad en la apreciación y aplicación de las 
pruebas, proclamó en alta voz aquel principio ya co- 
nocido de los jurisconsultos romanos: “Deben posar 
se y no contarse los testimonios.” 

En resúmen; aunque la testimonial cuando reune 
todas las condiciones indicadas tiene en sí misma y 
en el orden teórico igual valor que las otras prue: 
bas legales, hay en cuanto al modo de apreciarla 
prácticamente dos sistemas distintos: el sistema an- 
tiguo que atento solo ¿ las formalidades y circuns- 
tancias de la ley y despreciando los dictados de la 
conciencia, buscaba exclusivamente en los juicios u- 
na aislada certeza legal, y el sistema moderno que 
sin desatender en modo alguno las exigencias de la 
ley escrita, concede gran parte en la apreciación de 
las pruebas al criterio propio del juez, para llegar 
así en el procedimiento á una certeza á la vez legal y 
moral, El primero como antifilosófico y perjudicial 
va desapareciendo rápidamente; al paso que el se- 
gundo como mas racional y humanitario se posesio- 
na más y más de las modernas legislaciones, 

Por lo que hace á nuestra jurisprudencia yá 
nuestros tribunales, preciso es confesar que aún obe- 
decen en mucho al impulso de la antigua escuela y 
que en estas materias reclaman imperiosamente, la 
corrección de no pocos abusos, el abandono de algu- 
nas rutinas, la extinción de varios defectos y el ad- 
venimiento de mas amplio, filosófico y formal espí- 
ritu así en las interpretaciones, como en los proce- 
dimientos jurídicos. 
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No seré yo quien, haciéndome eco de alguna mo- 
derna escuela alemana, proponga: la enmienda pre- 
sentada por Robespierre á la Constituyente de 1791. 
“El acusado no podrá ser condenado conforme á 
pruebas legales, si son contrarias al convencimien- 
to y á la convicción íntimas de los jueces.” No haré 
mía, repito esa enmienda, porque creo que en legis- 
lación es necesario evitar peligrosas exageraciones y 
principios que facilmente ocasionen los abusos; pero 
sí deseo que resplandezcan en nuestra jurispruden- 
cia y tribunales las benéficas doctrinas promulgadas 
por el derecho moderno, que atento sobre todo á la 
certidumbre moral, mas que preceptos, da al juez 
consejos fundados en la observación y en el buen 
sentido. | 


Ive 
Modo de recibir la prueba testimonial. 


El derecho establece, como no podía menos de 
estaclecer, ciertas formalidades necesarias, ya para la 
misma validez de la prueba, ya para revestirla de la 
solemnidad que su importancia requiere. Dichas for- 
malidades son: que se cite con la debida anticipación 
¿los testigos; que declaren bajo juramento prestado 
ante el juez, Ó bajo su palabra de honor si sus creen: 
cias religiosas no les permite jurar; que comparez- 
can ante el tribunal que los cita 4 no ser que tengan 
algun impedimento ó privilegio; que declaren en el 
término de prueba so pena de que no valgan sus di- 
chos, á no ser en casos excepcionales; que lo hagan 
ante eljuez y el escribano sobre los puntos en cues: 
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tión y sobre lo que se llama generales de ley; que 
en ese acto estén solos y no lean ningún papel ó es- 
crito para contestar; que ratifiquen sus declaraciones 
y las rubriquen si quieren y saben hacerlo; y que a- 
sistan intérpretes cuando igunoren el idioma oficial, 

Nada diré para no alargar demasiado mi trabajo, 
de la formalidad del juramento tan combatido por 
algunos, pero que en mi opinión debe subsistir por 
que si no siempre produce buenas, jamás produce 
malas consecuencias; nada tampoco de la convenien- 
cia de que el testigo declare ante el juez y el escri- 
bano, 4 pesar de que tal requisito es el que menos se 
observa entre nosotros con burla de la ley y perjui- 
cio de los particulares; nada por último de las otras 
formalidades cuyanecesidad facilmente se reconoce: 
solo sí haré breves reflecciones sobre las ventajas o 
desventajas de recibir esta prueba oralmente Ú por 
escrito, pública d privadamente. 

Bien sabéis que en materia civil los jurisconsul- 
tos establecen sin mucha discusión, el procedimien- 
to oral, para los juicios verbales que deben ser lo 
más breves y sencillos que se pueda y el escrito pa- 
ra los juicios ordinarios, en los que la abundancia 
de otras pruebas, el término de las mismas y otras 
formalidades dan á las partes muchos medios de de- 
fensa y les permiten discutir ampliamente el valor 
de los testigos. Pero en materia criminal en la “que 
están comprometidos no solo los particulares sino 
también los intereses públicos, y en que las declara- 
ciones de los testigos pueden privar á un hombre 
de la libertad y de la vida que son los mas sagrados 
de nuestros derechos, la cuestión reviste grandes 
proporciones y atrae vivamente la atención del ju- 
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risconsulto. Si esto es así permitidme que 4 mi vez, 
abandone los juicios civiles en los que las leyes de 
casi todas las naciones establecen la diferencia an- 
teriormente indicada y que limite mis observaciones 
d los segundos en los que hay tanta variedad de pro- 
cedimientos, tantas diferencias de opiniones. 

Hecha esta necesaria distinción declaro desde lue- 
go que en materia criminal, estoy por la recepción 
oral y pública de los testimonios. 

S1 el conocimiento y la buena fé son necesarios 
para la validez de las declaraciones y si la aprecia- 
ción de las mismas es, según las nuevas teorías, mas 
moral que sujeta á reglas técnicas, conviene que se 
presente bajo la forma más verdadera; es decir; que 
sean orales y públicas. En las declaraciones escritas 
una palabra de más ó de menos, puesta ú omitida 
por la malicia ó ignorancia del escribano ó decla- 
rantes, puede alterar completamente su sentido; 
mientras que en la oral tiene el juez facilidad de co- 
nocer mejor la verdad observando el continente, el 
modo de hablar y la acentuación del lenguaje del 
testigo que casi siempre traducen la sinceridad del 
corazón ó la inquietud de la perversidad. En el pro- 
cedimiento privado y escrito es mas fácil al testigo 
sostener una mentira y al juezarrancar con argucias 

amenazas una falsa deposición; mientras que en el 
público y oral no caben las intrigas de los magistra- 
dos nies fácil que los testigos declaren falsamente 
ante una concurrencia hetereogénea y numerosa que 
puede conocerlo y desmentirlo. 

Pocos delitos hay tan perniciosos como el de falso 
testimonlo, que así puede producir la absoluta im- 
punidad del erímen como lacompleta ruina de la ino- 
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cencia. En Roma, las leyes de las Doce Tablas prescri- 
bían que se castigara á los perjuros precipitándolos 
desde lo alto de la Roca Tarpeya; la Francia de los 
siglos medios les imponía también la pena capital 
y aún en nuestros días son castigados con notable 
severidad; pues siempre se ha comprendido que crí- 
menes de esta especie producen numerosos y mu- 
chas veces irreparables resultados. Si pues la socie- 
dad esta interesada en el castigo del falso testimo- 
nio, preferible es el juicio oral y público que per- 
mite demostrarlo y conocerlo mejor, que no el se- 
creto y escrito en el que no se le descubre ó se le 
descubre frecuentemente después de pronunciada 
sentencia que causa ejecutoria. 

Alegan los partidarios de las doctrinas contrarias 
que el aparato del tribunal puede infundir temor al 
declarante y obligarlo á callar la verdad y que la 
presencia del acusado y del público produce desa- 
eradables disputas entre éstos y el acusador y los tes- 
tigos; pero ni aquel temor se explica en el hombre 
honrado que dice imparcialmente lo que sabe, ni es- 
tas disputas existen cuando se reglamentan debida- 
. mente esos actos. 

Estas y otras razones que omito en obsequio de la 
brevedad, determinan á los países en donde no está 
establecido eljurado (pues en donde lo hay existe 
el procedimiento oral y público inherente á esa ins- 
titucion) 4 medificar las leyes adjetivas en el senti- 
do de abolir el modo secreto y escrito del sumario 
de los juicios criminales, por el que una persona 
puede ser privada de la libertad sin conocer, tachar 
ni rebatir á los testigos que contra ella declaran y á 
establecer en su lugar el procedimiento oral y pú- 
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blico, mas favorable para el acusado que puede de- 
fenderse de falsas imputaciones y para la sociedad 
que puede juzgar mejor de la justicia ó injusticia de 
los fallos de un tribunal encargado de proteger sus 
intereses. 

Confieso pues que me parecen mas humanitarias y 
filosóficas las modernas doctrinas; las cuales si no 
tuvieran en su apoyo el dictado de la razón, ten- 
drían en todo caso el de ilustres escritores como Fi- 
langieri y Benjamín Constant y el de la historia que 
en páginas elocuentes nos demuestra los vicios de 
los antiguos sistemas. 

Este es uno de los puntos en que la legislación de 
la República exige radical reforma. Apegados esta- 
mos al viejo procedimiento amparador por un lado 
del despotismo y de las intrigas y destructor por o- 
tro de los derechos individuales; procedimiento in- 
justo é irracional en el quela justicia parece conver- 
tirse en astuto salteador que busca las sombras de 
la noche y el amparo de la encrucijada para asestar 
sobre las víctimas los golpes de su cuchilla. Bien sé 
que no siempre es posible una brusca y radical re- 
forma; pero sé también que trabajando con perse- 
veravcia podemos llegar dentro de poco al procedi- 
miento oral y público amparador de los derechos 
individuales y destructor de las intrigas del despo- 
tismo; procedimiento justo y racional por el que la 
Justicia es lo que debe ser: la diosa que 4 laluz del 
día y en presencia de la sociedad su protegida, dá 
á cada uno lo que según sus obras le corresponde- 

Propio era el primero de las edades de hierro 
de esclavitud en que un falso concepto del derecho 
penal se traducía en la práctica por inícuas leyes; 


propio es el segundo de la edad de la sal y 48 le. | 

libertad, en que un concepto mas alto y filosófico 

del derecho tiene que traducirse por leyes confor- de 

mes á la naturaleza del hombre y de la sociedad. 
Trabajemos pues por establecer entre nosotros es- 

ta conquista de la moderna civilización, bien per- 

suadidos de que la verdad y la moralidad jurídicas - 

no tienen porque esconderse entre las sombras de 

la noche y del misterio. / 
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